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En el presente Informe Jurídico se analiza el procedimiento administrativo 

sancionador en materia de protección al consumidor por infracción al deber de 

información en el etiquetado de alimentos transgénicos. Siendo las partes la 

ASOCIACIÓN PERUANA DE CONSUMIDORES Y USUARIOS (denunciante) y 

MOLITALIA S.A. (denunciada). 

La Comisión de Protección al Consumidor N° 2 interpuso denuncia contra la 

empresa denunciada por presunta infracción al artículo 37° del Código de 

Protección al Consumidor. Al respecto, la Comisión admite a trámite la denuncia 

y, luego, la denunciada formula sus descargos. 

Se declara fundada la denuncia contra la empresa, argumentando que el 

proveedor no cumplió con la designación en la etiqueta del producto “Choco 

Donuts”, sobre el contenido de los insumos y/o componentes genéticamente 

modificados; estableciendo una multa de 10 UIT.  

La denunciante apeló cuestionando los siguientes puntos: a) la resolución emitida 

era nula al haberse observado que la Comisión no se pronunció sobre la totalidad 

de sus argumentos expuestos; b) no existía evidencia científica de que los 

organismos genéticamente modificados representaran riesgo para los 

consumidores; c) la denunciante intentó crear regulación que no contaba con un 

reglamento; d) La necesidad de reglamentación del artículo 37° era un imperativo 

constitucional; e) Se constituía una barrera burocrática por la aplicación del 

artículo 37 sin contar con un reglamento. 

En consecuencia, la Sala resuelve declarar la nulidad parcial de la Resolución al 

advertir la afectación al debido procedimiento (motivación incongruente) en 

contra de la denunciada, por lo que, declara fundada la denuncia al haber 

acreditado el incumplimiento del deber de informar en el etiquetado del producto 

“Choco Donuts” de 38 gr., el contenido transgénico. 

En ese sentido, se desarrollará un análisis debidamente detallado de las etapas 

del procedimiento administrativo sancionador y de los problemas jurídicos, tales 

como, el determinar si la empresa vulneró el deber de información relacionado al 

etiquetado, si la Resolución de primera instancia vulneró el Debido Procedimiento 

Administrativo y si es necesaria la reglamentación de una ley para que surta 

efectos. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

I.1 Síntesis de la denuncia 

 

Mediante escrito del 23 de febrero de 2018, la Asociación 

Peruana de Consumidores y Usuarios (en adelante, “la 

denunciante”) interpuso una denuncia contra la empresa 

MOLITALIA. S.A. (en adelante, “la denunciada”) por la presunta 

infracción al deber de etiquetado de alimentos genéticamente 

modificados de acuerdo con lo regulado en el artículo 37 de la 

Ley N.º 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor 

(en adelante “El Código”). 

 

I.1.1 Fundamentos de hecho 

 

● La empresa denunciada se dedicaba a la fabricación y 

comercialización de “Choco Donuts”, un producto 

genéticamente modificado y transgénico, incumpliendo con 

su deber de informar a los consumidores. 

 

● Vale recalcar que la empresa denunciada en Ecuador 

informó en el rotulado el contenido transgénico del producto 

denominado “Choco Donuts” y que en Perú pese a que se 

trataba de la misma composición, no lo habría realizado; por 

lo que, se privó a los consumidores de tomar decisiones 

debidamente informadas. 

 

● Indecopi señala que la información sobre la naturaleza y 

contenido de los alimentos genéticamente modificados o 

transgénicos son relevantes para una adecuada decisión de 

consumo. 

 

● El Código establece en su artículo 37 la obligación de 

incorporar los componentes genéticos modificados de los 

alimentos en las etiquetas. Tal obligación resulta exigible 

desde el 1 de marzo de 2011. 

 

● La denunciante solicitó: (i) que la empresa denunciada 

informe debidamente en su etiqueta los componentes 

transgénicos del producto “Choco Donuts”; (ii) asuma el 

pago de las costas y costos del procedimiento; (iii) se le 

imponga una sanción; y, (iv) Indecopi otorgue un porcentaje 
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de la multa impuesta a la denunciada a su favor, de acuerdo 

al artículo 156°, numeral 1, del Código. 

 

I.1.2 Medios probatorios 

 

● Dos ejemplares del producto “Choco Donuts” que se 

venden en el mercado peruano 

● Dos ejemplares del producto “Choco Donuts” que se 

venden en el mercado ecuatoriano, etiquetado como 

“transgénico” 

● Imágenes de las etiquetas del producto en mención 

 

 

I.2 Admisión a trámite y formulación de cargos 

 

La denuncia fue admitida a trámite, imputando como presunto 

hecho infractor la vulneración a los artículos 1 numeral 1.1. literal 

b), artículo 2 numeral 2.1. y 2.2, artículo 10, artículo 32 y artículo 

37 de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, pues no se habrían consignado en el etiquetado del 

producto “Choco Donuts” de la marca Costa, que contiene 

insumos y/o componentes genéticamente modificados. 

 

I.3 Presentación de descargos 

 

La empresa denunciada presenta sus descargos solicitando la 

declaración de la denuncia como infundada en todos sus 

extremos. 

 

I.3.1 Fundamentos de hecho y de derecho 

 

● La referencia a la obligación de informar que un insumo 

empleado en la elaboración de alimentos procesados 

poseía la condición de transgénico, basándose en el 

Decreto Legislativo N° 716, resultaba impertinente pues la 

norma fue derogada. 

 

● El Poder Ejecutivo debía establecer la reglamentación del 

artículo 37. Se determinó que este artículo entraría en 

vigor con un plazo especial de ciento ochenta días 

calendario desde la publicación de la normativa en 

cuestión. 

 

● La entrada en vigor no era obstáculo para la 

reglamentación; pues sin reglamentación era imposible la 
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aplicación de la obligación de etiquetar. 

 

● No podía ser responsable del incumplimiento del deber de 

reglamentación que era responsabilidad de las entidades 

del Estado. 

 

● Considera que la reglamentación del artículo 37 aclararía 

el panorama con la definición del modo de etiquetar los 

productos y el establecimiento de los parámetros de dicho 

deber. 

 

I.4 Resolución N° 2625-2018/CC2 emitida por la Comisión de 

Protección al Consumidor – Sede Lima Sur N° 2 

 

La Comisión emitió lo siguiente: 

 

● La denuncia interpuesta por la infracción al artículo 37 fue 

declarada fundada, argumentándose que el proveedor 

incumplió con la consignación en las etiquetas sobre los 

insumos y/o componentes genéticamente modificados 

contenidos en los “Choco Donuts”.  

 

● Se le impuso como medida correctiva a la denunciada, el 

cumplimiento de la consignación en el rotulado de los 

“Choco Donuts” fabricadas o distribuidas posteriormente a 

la resolución, que contienen componentes genéticamente 

modificados con carácter transgénico, de la misma 

manera como se etiquetó en Ecuador. 

 

I.5 Recurso de Apelación 

 

La empresa denunciada apeló ante la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor (en adelante, la Sala), manifestando lo 

siguiente: 

 

La resolución apelada era nula al no haberse observado el deber 

de motivación, en tanto la Comisión no citó ni se pronunció sobre 

sus argumentos expuestos en el procedimiento, como por 

ejemplo lo señalado en los siguientes escritos: 

 

● En la contestación de la demanda, se sostuvo que la 

Resolución N° 0936-2010/SCS-INDECOPI era 

inadecuada, ya que aún no se había emitido un mandato 

específico sobre la consignación del contenido 

transgénico de un componente.  
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Adicionalmente a ello, señalo los siguientes argumentos: 

 

● La definición del modo en que se realizaría el test de los 

productos y el límite técnico de detección era relevante 

para la determinación de componentes genéticamente 

modificados dentro de un producto, no importando si sólo 

era una cantidad mínima o una determinada de OGM. 

 

● La denunciante promovió que Indecopi definiera que el 

estándar de revelación peruana sólo con la presencia de 

OGM a partir de un caso específico a pesar de no existir 

un umbral peruano. Mientras que en Ecuador era distinto 

pues sí existía un parámetro que active el deber. En 

síntesis, se pretendió la creación de regulación aún no 

reglamentada. 

 

● La reglamentación del artículo 37 era un imperativo 

constitucional, ya que el límite técnico de detección debía 

ser definido conforme a la razonabilidad y 

proporcionalidad. 

 

● La aplicación del artículo 37 sin reglamentación para la 

definición del límite técnico de detección, constituía: (i) 

Una barrera burocrática, al ser una regulación irracional y 

excesiva; en tanto se obligaría a revelar que existía 

contenido transgénico en sus productos, aun en el 

supuesto de que el porcentaje de OGM fuera cercano a 

cero, (ii) Una medida inconstitucional, al representar una 

restricción excesiva, no razonable y lesiva, considerando 

que los OGM no eran dañinos para la salud, (iii) una 

vulneración de las obligaciones asumidas por el Perú en 

el marco de la Organización Mundial del Comercio; por 

cuanto, para que el artículo 37° del Código operara como 

una obligación oponible a los proveedores.  

 

● La disposición de rotulado de la Comisión podría 

eventualmente inducir a error a los consumidores, en caso 

de que el reglamento del artículo 37° del Código 

establecería un límite técnico de detección distinto al que 

tácitamente eligió la Comisión al acoger el planteamiento 

de la denunciante. 

 

● Debió tomarse en consideración que la información sobre 

la presencia de OGM era neutral, debido a que los 
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componentes genéticamente modificados eran inocuos, 

siendo posible que existieran consumidores pro-

transgénicos; y que, en el supuesto negado de que pudiera 

ejecutarse válidamente la cuestionada medida correctiva, 

debía considerarse que el plazo de ciento veinte días para 

cambiar el etiquetado de sus productos era inviable; dado 

el sistema de impresión de los empaques (en convertidor) 

podía durar noventa días, además del tiempo que tomaría 

el trámite previo que debería realizar ante la Dirección 

General de Salud Ambiental (Digesa). 

 

Por consiguiente, la denunciante apeló la Resolución N°2525-

2018/CC2, manifestando lo siguiente: 

 

● La sanción impuesta a la denunciada resulta irrisoria frente 

a la infracción cometida, tomando en cuenta que, las 10 

UIT impuestas pueden ser reducidas en un 25% si se 

cancelan antes de la culminación del término para 

impugnar. 

 

● La empresa denunciada tenía conocimiento del contenido 

transgénico de los productos que comercializaba en el 

mercado porque así lo declaraba en las etiquetas de los 

mismos productos cuando los tenía que exportar a 

Ecuador; es decir, la empresa deliberadamente engañaba 

a los consumidores peruanos. 

 

● Una multa tan minúscula, como la impuesta por la 

Comisión, es una invitación a la impunidad por parte de las 

empresas infractoras que prefieren. 

 

● Su intervención en el procedimiento fue trascendental. 

 

I.6 Resolución N° 2304-2019/SPC emitida por la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor 

 

La Sala emitió el siguiente pronunciamiento: 

 

● El pedido de la Sociedad Nacional de Industrias fue 

rechazada, pretendiendo ser incluida como amicus curiae. 

 

● La resolución fue declarada nula parcialmente al 

evidenciarse una afectación al debido procedimiento, en 

este caso, motivación incongruente, en contra de la 
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empresa denunciada. Esta afectación se centró en que no 

se llegó a valorar la totalidad de los argumentos 

formulados en los escritos durante la tramitación de la 

primera instancia.  

 

● Se declaró fundada la denuncia por la infracción del 

artículo 37, pues se acreditó el incumplimiento de informar 

en las etiquetas que las “Choco Donuts” contenía insumos 

y/o componentes genéticamente modificados. 

 
● Se sancionó a la denunciada con una amonestación por la 

infracción del artículo 37°. 

 

● Se le ordenó a la denunciada como medida correctiva que 

cumpla con lo siguiente: i) consignar dentro de la cara de 

visualización principal del empaque del producto 

denominado “Choco Donuts” de 38 gramos, que este 

contiene insumos transgénicos utilizados para su 

fabricación; y, ii) precisar en la parte de ingredientes, qué 

insumos se configuran como transgénicos. 

 
● La denunciada fue ordenada a cumplir con el pago de 

costas del procedimiento. 

 
● Disponer la inscripción de la denunciada en el Registro de 

Infracciones y Sanciones del Indecopi. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Los principales problemas jurídicos identificados son: 1) ¿La 

Resolución de primera instancia vulneró el Debido Procedimiento 

Administrativo? 2) ¿Se vulnero el deber de información relacionado al 

etiquetado? y 3) ¿Es necesaria la reglamentación de una ley para que 

surta efectos? 

 

1) ¿La Resolución de primera instancia vulneró el Debido 

Procedimiento Administrativo? 

En principio, es necesario tomar en consideración que el debido 

procedimiento administrativo constituye un principio-derecho que 

concede a los administrados derechos y garantías implícitos a un 

procedimiento regular y justo, asi lo define la Guía sobre la aplicación 

del Principio - Derecho del Debido Proceso en los procedimientos 
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administrativos redactada por el Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos. 

En efecto, la Administración Pública debe observar este principio-

derecho en la tramitación del procedimiento administrativa para así 

brindarle al administrado la oportunidad de exponer sus argumentos, 

a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión motivada y 

fundada en derecho. 

En este caso en particular, la denunciada alega que no se cumple con 

una correcta motivación.  

Sobre el particular, el derecho a una decisión motivada y fundada en 

derecho está establecido en el Numeral 1.2 del Artículo IV del Título 

Preliminar de la Ley de Procedimiento General. Es en aplicación de 

esta garantía que la Administración Pública está obligada a exteriorizar 

las razones que sustentan su decisión y que se pronuncie sobre todos 

los argumentos señalados por las partes.  

En cuanto a esto, el TC a través del Exp. N.° 00744-2011-PA/TC 

señala lo siguiente: 

“El derecho a la motivación de las resoluciones 

administrativas es de especial relevancia. Consiste en el 

derecho a la certeza, el cual supone la garantía de todo 

administrado a que las sentencias estén motivadas, es decir, 

que exista un razonamiento jurídico explícito entre los hechos 

y las leyes que se aplican. 

La motivación de la actuación administrativa, es decir, la 

fundamentación con los razonamientos en que se apoya es 

una exigencia ineludible para todo tipo de actos 

administrativo (…) es una cuestión clave en el ordenamiento 

jurídico-administrativo (…) constituye una exigencia o 

condición impuesta para la vigencia efectiva del principio de 

legalidad, presupuesto ineludible de todo Estado de 

derecho”. 

En consecuencia, ante un procedimiento administrativo en materia de 

protección al consumidor, para que se configure un debido 

procedimiento, es necesario que el órgano decisor presente una 

decisión motivada que considere todos los hechos expuestos por las 

partes, de no ser asi, ello constituiría una arbitrariedad e ilegalidad, 

puesto que es una condición impuesta por la Ley N° 27444 y por ende 

vulneraria el debido procedimiento. 

 

2) ¿Se vulneró el deber de información relacionado al etiquetado? 
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El artículo 37 indica lo siguiente: “Los alimentos que incorporen 

componentes genéticamente modificados deben indicarlo en sus 

etiquetas”. 

Es importante señalar que a través de la Resolución 0936-2010/SC2-

INDECOPI la Sala estableció que, aun cuando no existiera norma que 

obligara expresamente a los proveedores a consignar en su etiquetado 

sobre la condición transgénica de sus insumos, lo cierto era que, bajo 

la aplicación del Principio Precautorio, y debido a la incertidumbre 

sobre los efectos que tienen los alimentos transgénicos en la salud de 

las personas, dicha condición resultaba información relevante y, por 

tanto, debía trasladarse de manera clara y oportuna a los 

consumidores.  

 

La Sala también precisa la negación de información a los 

consumimdores sobre la condición transgénica de un alimento o de los 

insumos empleados en su elaboración significa negarles la posibilidad 

de tomar una decisión adecuada de consumo. 

 

Es de nuestro conocimiento que todos los proveedores, se encuentran 

en la obligación de suministrar información de forma veraz, suficiente, 

apropiada y de fácil acceso a los consumidores respecto a los diversos 

bienes y/o servicios colocados en el mercado. Pero este deber no se 

cumple con el simple hecho de brindar información al consumidor, 

sino, además, esta información debe cumplir con ciertos requisitos 

establecidos por ley. De esta forma, la información que el proveedor 

brinde al consumidor debe ser veraz, oportuna, suficiente, relevante, 

fácilmente accesible y comprensible para el consumidor, de modo tal 

que éste cuente con datos adecuados sobre el producto o servicio del 

que se trate y pueda saber si realmente podrá satisfacer su interés o 

necesidad.  

 

Es por ello que la denunciada indica que era un imperativo 

constitucional la redacción de un reglamento, dado que se debía definir 

el límite técnico de detección y la forma en la que se debía indicar la 

composición transgénica del producto de acuerdo a los criterios 

razonables y proporcionales con la finalidad de no suministrar 

información incompleta, compleja, inaccesible, falsa o errónea, dado 

que esto constituiría según la ley un incumplimiento al deber de 

información de los proveedores. 

 

De acuerdo con lo expuesto, tenemos una disposición legal clara que 

exige la incorporación del contenido transgénico en las etiquetas de 

los productos que lo contengan, además de la aplicación imperativa 

del principio precautorio por protección al consumidor.  

 



 

 Página 12 
 

Sin perjuicio de ello, también debemos considerar que dicha 

disposición iría acompañada de un Reglamento, el cual nunca se 

emitió. Motivo por el cual es relevante tener visibilidad de si era 

indispensable la reglamentación para poder cumplir con este mandato 

legal. 

 

3) ¿Es necesaria la reglamentación de una ley para que surta 

efectos? 

La Constitución asigna al Poder Ejecutivo la facultad de reglamentar 

las leyes siempre y cuando no la transgreda o desnaturalice. Esta 

facultad puede asumirse por voluntad y ocurre cuando el Ejecutivo 

considera que la ley requiere precisiones o cuando la ley misma 

establece que se requiere un reglamento. 

 

Ahora bien, el problema jurídico identificado nos lleva a investigar si 

hay algunas leyes que estén supeditadas a su Reglamento para entrar 

en vigor. De acuerdo con el estudio realizado esto solo es posible si la 

propia ley lo ha establecido y solo se realiza excepcionalmente. Es 

decir, no existe ningún principio constitucional que sujete la vigencia 

de una ley a la emisión de su reglamento, salvo que la propia ley así 

lo diga.  

 

En particular, esta disposición no contenía esta precisión. En ese 

sentido, se puede determinar que legalmente esta disposición surgía 

efectos sin la necesidad de la emisión de la reglamentación.  

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

Previo a sustentar mi posición fundamentada con relación a los 

problemas jurídicos identificados; considero necesario desarrollar 

conceptos como el debido procedimiento administrativo y el deber de 

información relacionado al etiquetado, mediante doctrina y 

jurisprudencia administrativa relevante. 

 

En primer lugar, el debido procedimiento administrativo tal y como se 

expuso previamente constituye un principio-derecho inherente a los 

administrados, el cual debe ser acatado por la Administración Pública 

en la tramitación de los procedimientos administrativos que conduzcan 

a la creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición 

de una obligación o sanción.  
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Asimismo, el numeral 2.1. del artículo IV del título preliminar y el 

numeral 2 del artículo 230° de la Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento 

Administrativo General señalan que el debido procedimiento constituye 

un principio que rige la actuación de la Administración Pública en todos 

los procedimientos administrativos, en especial en aquellos en los que 

se ejerce la potestad sancionadora (procedimiento administrativo 

sancionador). 

 

En el presente caso, la empresa la denunciada, mediante recurso de 

apelación, argumentó que la Comisión no consideró la totalidad de sus 

argumentos, vulnerando de esta forma el debido procedimiento 

administrativo, ya que no se efectúo una resolución debidamente 

motivada; al respecto, debemos entender qué determina que una 

resolución administrativa esté debidamente motivada.  

 

En efecto, en aplicación del derecho a una motivación es que se exige 

a la Administración Pública que exteriorice las razones que sustentan 

su decisión. De este modo, el numeral 4 del artículo 3° y el artículo 6° 

de la Ley de Procedimiento Administrativo General establece que la 

motivación es un requisito de validez de los actos administrativos. Es 

por eso, que la motivación debe ser expresar y debe indicar la relación 

concreta y directa entre los hechos probados y las normas jurídicas.  

 

En relación al primer problema jurídico, referente a si se vulneró el 

Debido Procedimiento Administrativo; y, acorde a lo expuesto 

anteriormente, obtenemos que la motivación del acto administrativo 

debe contener la exposición de las razones jurídicas y normativas que 

con referencia directa a los anteriores justifican el acto adoptado; por 

lo que, no serán admisibles la exposición de fórmulas vacías de 

fundamentación o aquellas que por su vaguedad no resulten 

esclarecedoras para la motivación del acto. 

En este orden de ideas, con relación al problema jurídico en cuestión, 

considero que la Comisión no motivó debidamente su resolución, al no 

expresarse sobre la totalidad de argumentos expuestos por las partes, 

fundamentando únicamente su posición en base a la naturaleza 

autoaplicativa del artículo 37° del Código, vulnerándose así el Derecho 

al Debido Procedimiento, el cual fue detallado anteriormente. 

 

En ese sentido, también me encuentro conforme con la nulidad parcial 

de la Resolución N° 2625-2018/CC2. En efecto, uno de los vicios del 

acto administrativo que causa su nulidad de pleno derecho es la 

omisión o defecto de sus requisitos de validez, entre los cuales se 

encuentra que se respete el procedimiento regular previsto para su 
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generación, esto es que se respete el principio del debido 

procedimiento, que garantiza el derecho de los administrados a 

exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una 

decisión motivada y fundada en derecho, asi lo señala el artículo 10° 

del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444. Adicionalmente a ello, 

esto se encuentra reforzado a través de las resoluciones emitidas por 

la Sala de Protección al Consumidor, como por ejemplo: 

 

“Así, la motivación de las resoluciones constituye una 

garantía para el administrado, dado que este podrá conocer 

las razones de la decisión tomada por la administración y, 

sobre la base de ello, ejercer su derecho de defensa. Solo 

una resolución motivada permite al administrado conocer 

sobre qué bases puede ejercer su derecho de defensa contra 

decisiones de la administración que afecten sus intereses. En 

consecuencia, la falta de motivación o la existencia de 

defectos en la misma constituyen causales de nulidad del 

acto administrativo. Ahora bien, el artículo 6° TUO de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General, al abordar la 

motivación del acto administrativo, señala que esta debe 

contener una relación concreta y directa de los hechos 

probados, así como la exposición de las razones jurídicas y 

normativas que con referencia directa a los anteriores 

justifican el acto adoptado. No serán admisibles la exposición 

de fórmulas vacías de fundamentación o aquellas que por su 

vaguedad no resulten esclarecedoras para la motivación del 

acto”.  

Resolución N° 0067-2018/SPC-INDECOPI  

 

Con relación al segundo problema jurídico, relacionado al deber de 

información en el etiquetado de alimentos, debemos recordar que 

acorde al artículo 37° se establece como obligación que los alimentos 

que contengan componentes genéticamente modificados deben ser 

indicados en las etiquetas; en relación con dicho precepto normativo, 

corresponde señalar el siguiente apartado de la Resolución N° 2051-

2019/SPC-INDECOPI: 

 

“En el caso peruano, el artículo 37° del Código establece que 

los alimentos que incorporen componentes genéticamente 

modificados deben indicarlo en sus etiquetas. En efecto, no 

resulta controvertido que, conforme se desprende de la lectura 

de la disposición normativa del Código, existe un 

reconocimiento legal consistente en señal que la utilización de 

insumos transgénicos en la elaboración de alimentos se 
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configura como información de naturaleza relevante para los 

consumidores. Ello viene a ser consecuencia, especialmente, 

del ya mencionado Principio Precautorio, mediante el cual se 

prioriza el ejercicio del derecho a la transparencia que poseen 

los consumidores sobre un aspecto de particular 

trascendencia, no solo por la incertidumbre de los potenciales 

efectos negativos que pueden tener los componentes 

transgénicos en los alimentos, sino también, en atención a 

motivaciones de distinta índole –pero no por ello, menos 

relevantes- como el respeto de credo y costumbre de los 

consumidores” 

Resolución N° 2051-2019/SPC-INDECOPI  

 

Acorde a lo expuesto, debemos entender que el deber de información 

en el etiquetado de alimentos genéticamente modificados, previsto en 

el artículo 37°, es un deber que tiene el proveedor del producto; y que, 

dicho deber no está necesariamente ligado a la incertidumbre de algún 

potencial efecto negativo producido por los elementos transgénicos, 

sino que, dicho deber atiende también motivaciones de distinta índole. 

Es decir, el proveedor debe informar al consumidor, mediante el 

etiquetado, si su producto contiene elementos transgénicos; con 

la finalidad de que el consumidor pueda ejercer una decisión 

completamente informado. Es decir, el artículo 37° del Código al ser 

de aplicación inmediata (conforme a lo estudiado en la identificación y 

análisis de los problemas jurídicos), la empresa denunciada estaba 

obligada a cumplir por lo establecido legalmente, indicando en el 

producto los insumo y/o componentes transgénicos.  

 

En esa línea, considero que la empresa denunciada efectivamente 

vulneró dicha normativa, al no cumplir con el deber de etiquetado en 

su producto “Choco Donuts”, al no informar sobre la naturaleza 

transgénica de sus insumos; y que, sin importar en si dichos insumos 

son potencialmente dañinos o no, se debe informar en el etiquetado su 

naturaleza, ello acorde a un Principio Precautorio, para salvaguardar 

así a los consumidores, y que estos puedan tener toda la información 

posible sobre los productos que vayan a consumir, salvaguardándose 

así derechos constitucionales, cuidando del sector de consumidores 

que no quieran consumir insumos transgénicos por decisión propia o 

credo. 

 

Sin perjuicio de ello, y en línea con mi postura con respecto al tercer 

problema jurídico identificado. Hay que considerar que, a la 

actualidad, es común que la reglamentación de las leyes no se 

produzca dentro del plazo previsto, ejemplo de ello son la Ley 30021, 

Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para niños, niñas y 
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adolescentes, o más conocida como de la comida chatarra, 

promulgada en mayo del 2013. La Ley 29643, Ley que otorga 

protección al personal con discapacidad de las Fuerzas Armadas y 

Policía Nacional del Perú, entre otras, lo que genera que la legislación 

retrase indebidamente su vigencia, o que la norma no alcance los 

fines para los que fue creada. 

 

En este caso en particular, considero que la empresa debió informar el 

contenido transgénico del producto, pero eso no significa que esta 

disposición no debe estar respaldada por un reglamento. A mi parecer 

es importante y necesario pues causa mucha incertidumbre en las 

empresas que fabrican y proveen alimentos. De hecho, es la misma 

Autoridad quien en la Resolución de última instancia se ve en la 

necesidad de especificar los requisitos que debe cumplir el rotulado 

del producto con referencia al contenido transgénico. 

 

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS 

 

                 Resolución N° 2625-2018/CC2 

 

La Comisión resolvió declarar fundada la denuncia por la infracción al 

artículo 37°, referido al etiquetado de alimentos genéticamente 

modificados; sosteniendo que, la normativa señala que todo proveedor 

que se dedique a la producción y/o distribución de productos 

envasados destinados a la alimentación, debe cumplir, entre otras 

cosas, con brindar a sus consumidores, a efectos de que estos tomen 

una decisión de consumo adecuada, información relacionada con los 

ingredientes de los productos que ponen a disposición del mercado, 

acorde al artículo 10° y 32° del Código; asimismo, argumentan su 

posición señalando el precedente de observancia obligatoria, 

aprobado mediante Resolución N° 197-2005/TDC-INDECOPI, el cual 

estableció que: 

 

“(…) El rotulado de productos –objeto de las normas de 

protección al consumidor- está constituido por toda 

información sobre un producto, que se imprime o adhiere a su 

envase, incluyendo los insertos, y que se encuentra expresada 

en términos neutros o meramente descriptivos, sin 

valoraciones o apreciaciones sobre las características o 

beneficios que la situación informada aporte al producto, es 

decir, sin la finalidad de promover, de manera directa o 

indirecta, la contratación del producto. El rotulado de un 

producto puede ser de carácter obligatorio o facultativo. El 
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rotulado obligatorio hace referencia a las reglamentaciones 

técnicas, ya que solo estas resultan de obligatorio 

cumplimiento para los proveedores. El rotulado facultativo 

hace referencia a los estándares de calidad recomendables, 

principalmente a Normas Técnicas, sin que ello signifique 

perder su carácter neutro o descriptivo. Ambos tipos de 

rotulado comparten la misma naturaleza y, por tanto, se 

encuentran sujetos a las disposiciones de la Ley de Protección 

al Consumidor y, por lo tanto, bajo la competencia de la 

Comisión de Protección al Consumidor. El rotulado obligatorio 

se encuentra sujeto a las disposiciones del artículo 7 de la Ley 

de Protección al Consumidor, mientras que el rotulado 

voluntario se rige por lo dispuesto en el literal b) del artículo 5 

y en el artículo 15 de la Ley de Protección al Consumidor”. 

 

Es decir, la Comisión considera que el artículo 37° del Código 

establece la obligación de los proveedores de informar en el etiquetado 

de sus productos la presencia de componentes genéticamente 

modificados; en otras palabras, aun cuando los deberes de 

información general se contemplan en los artículos 10° y 32° del 

Código, el tipo infractor específico se subsume en el artículo 37°.  

 

Por lo que, la Comisión procede con el análisis, considerando como 

problema jurídico principal la posible infracción del artículo 37°; 

asimismo, en relación al cuestionamiento en la aplicación del artículo 

en mención, señalan que si bien se supeditó la exigibilidad de varias 

de sus disposiciones a la reglamentación que debía efectuarse de 

manera posterior; la Comisión, contrario a lo alegado por la empresa 

denunciada, consideró que la obligación establecida en el artículo 37° 

era exigible a partir del 30 de marzo de 2011. 

 

Asimismo, la Comisión reafirma su argumentación haciendo mención 

a la sentencia del Expediente N° 4677-2004-PA/TC, en el cual el 

Tribunal Constitucional señaló que “son normas autoaplicativas 

aquellas cuya aplicabilidad, una vez que han entrado en vigencia, 

resulta inmediata e incondicionada”; y que, por otra parte, “son 

heteroaplicativas, cuando la aplicabilidad no es dependiente de su sola 

vigencia, sino de la verificación de un posterior evento, sin cuya 

existencia, la norma carecerá, indefectiblemente, de eficacia, esto es, 

de capacidad de subsumir, por si misma, algún supuesto fáctico en su 

supuesto normativo”. 

 

La Comisión considera entonces que, no toda disposición contenida 

en una ley tiene la condición de heteroaplicativa pues existen 

supuestos en que a través del reglamento solo la precisan o 
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complementan, pero en sí misma resultaba autoaplicativa; en el 

presente caso, la Comisión considera que la obligación contenida en 

el artículo 37° es una norma autoaplicativa, ya que con una sola 

entrada en vigencia se estableció la obligación para los proveedores 

de indicar en sus etiquetas si los alimentos que expenden contienen 

componentes genéticamente modificados, independientemente de los 

porcentajes que posean.  

 

Tomando en consideración los argumentos de la Comisión al momento 

de resolver las controversias presentes en el procedimiento materia de 

análisis; en primer lugar, considero necesario reiterar que los 

principales problemas jurídicos están referidos a si hubo alguna 

infracción al deber de información al haberla omitido en el etiquetado 

del producto “Choco Donuts” y/o al debido procedimiento; en ese 

sentido, me parece correcto el razonamiento que hace la Comisión al 

considerar que el artículo 37°, relacionado al etiquetado de alimentos 

genéticamente modificados, subsume a los artículos 10° y 32°, 

relacionados a la información acerca de los productos envasados y al 

etiquetado y la denominación de alimentos, al ser el artículo 37° del 

Código más específico para la controversia en cuestión. Sin embargo, 

pese a estar de acuerdo con dicho extremo, considero que la 

argumentación de la Comisión tiene una principal y perjudicial falencia, 

ya que, sustenta toda su argumentación en que el artículo 37° es una 

norma de naturaleza autoaplicativa, ignorando y no valorando de 

forma integral los alegatos de la empresa denunciada. 

 

En ese orden de ideas, al haberse afectado el debido procedimiento, 

existiendo una motivación incongruente; y, al no haberse valorado la 

los argumentos formulados en los escritos, debería declararse nula la 

resolución emitida por la Comisión, al existir una vulneración al debido 

procedimiento. 

 

No obstante, pese a la motivación incongruente efectuada por la 

Comisión, acorde al artículo 227 del T.U.O de la Ley de Procedimiento 

Administrativo General, de constatarse la existencia de una causal de 

nulidad, la autoridad, además de la declaración de nulidad resolverá el 

fondo del asunto, de contarse con los elementos suficientes para ello; 

asimismo, acorde al Principio de Eficacia, establecido en el numeral 

1.10 del artículo IV de la norma en mención, se establece que los 

sujetos del procedimiento administrativo deben hacer prevalecer el 

cumplimiento de la finalidad del acto procedimental. En el presente 

caso, la empresa denunciada ejerció su defensa frente a la presunta 

vulneración del artículo 37° del Código, y, al existir en el expediente 

elementos suficientes para emitir un pronunciamiento sobre la cuestión 

controvertida, corresponde que la Sala evalué y se pronuncie al 



 

 Página 19 
 

respecto; el análisis referido a lo que resolvió la Sala mediante 

Resolución N° 2304-2019/SPC se desarrollará en el siguiente acápite. 

 

 

                 Resolución N° 2304-2019/SPC 

 

La Sala resolvió la apelación presentada por la empresa denunciada. 

Previo a ello, la Sala consideró necesario establecer algunos 

conceptos; y es mediante ese desarrollo que hace mención de algo 

que considero importante, “el derecho de los consumidores al acceso 

a la información”, reconocido en los artículos 1°1, literal b) y 2° del 

Código, el mismo que establece el deber de los proveedores de 

compartir la información relevante respecto a las características de los 

productos y servicios que oferten, con la finalidad de que los 

consumidores puedan elegir adecuadamente, así como para efectuar 

un uso o consumo correcto de los bienes y servicios que hayan 

adquirido, información que deberá ser veraz, suficiente, de fácil 

comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible. Asimismo, 

agregó que la información es un proceso de naturaleza dinámica y que, 

por tanto, no es exigible únicamente al momento de la configuración 

de la relación de consumo; y que, en atención al deber de información 

que recae sobre los proveedores, el consumidor requerirá conocer 

toda aquella información relevante y suficiente referida a los bienes y 

servicios contratados a efectos de corroborar los términos en los que 

el proveedor le entregó un bien o brindó un servicio, a fin de que pueda 

formular los reclamos que considera necesarios o hacer valer los 

derechos que considere pertinente en caso se produjera alguna 

controversia. Es decir, la Sala hace un especial énfasis en el deber de 

información que debe tener el proveedor hacia el consumidor, en 

relación con el producto ofertado.  

 

Asimismo, la Sala cumple con establecer algunos conceptos técnicos 

relacionados con la biotecnología y bioética, al estarse analizando el 

artículo 37° del Código, referente al etiquetado de alimentos 

genéticamente modificados; al respecto, establece que nuestra 

legislación ha adoptado una posición cautelosa, predominando el 

Principio Precautorio, reconocido dentro de nuestro ordenamiento 

jurídico, el cual puede ser encontrado a través de la suscripción del 

Convenio de Diversidad Biológica de Río de Janeiro y La Ley de 

Prevención de Riesgos Derivados del Uso de la Biotecnología; y que, 

dicho principio consiste en que la falta de una certeza científica 

absoluta no debe ser razón para no adoptar medidas que eviten un 

eventual año.  

 

En ese sentido, la Sala hace mención de que, si bien para el caso de 
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alimentos transgénicos, no se tiene certeza ni se puede afirmar que su 

sola condición resulte nociva para la salud de las personas; lo cierto 

es que, la existencia de incertidumbre sobre inocuidad, justifica y 

consolida que ello deba ser trasladado a los consumidores, bajo la 

aplicación del Principio Precautorio, anteriormente mencionado, y que, 

puede existir un sector de los consumidores que, sin perjuicio de 

otorgar un grado de importancia a la incertidumbre sobre la inocuidad, 

por razones distintas como el credo o pensamiento, consideren 

pertinente tener conocimiento de la condición transgénica de 

determinados productos. 

 

Es decir, la inclusión del artículo 37° del Código se constituye como un 

reconocimiento legal vinculado al deber de información por parte de 

los proveedores, ya que, bajo el contexto desarrollado, no se puede 

ignorar la relevancia de la eventual utilización de insumos transgénicos 

en los productos manufacturados; ponderándose así el amparo del 

bien jurídico protegido de la normativa de protección al consumidor, el 

cual guarda una clara conexión con ciertos derechos constitucionales 

tales como el derecho a la salud y la libertad de pensamiento. 

 

De forma complementaria, la Sala reincide múltiples veces a lo largo 

de su análisis en interpretar el artículo 37° de tal manera que la 

obligación de etiquetado de los alimentos que contienen elementos 

genéticamente modificados se configura ante la sola presencia de 

esos componentes; y que, ni siquiera es necesario ahondar en un 

debate respecto a un supuesto porcentaje mínimo exigible, ya que la 

norma no precisa tal exigencia. Por lo que, la Sala, en vía de 

integración, declaró fundada la denuncia contra la empresa 

denunciada por infracción del artículo 37° del Código, ya que queda 

acreditado que no se ha cumplido con informar en el etiquetado del 

producto denominado “Choco Donuts” sobre los insumos transgénicos 

utilizados para su fabricación. 

 

Si analizamos la Resolución emitida por la Comisión y hacemos una 

comparación con la emitida por la Sala, podremos notar que la última 

instancia logra hacer un análisis más detallado y su decisión toma en 

consideración los argumentos presentados por la empresa denunciada 

a diferencia de la Comisión que se basa únicamente en la naturaleza 

autoaplicativa de tal artículo. En efecto, la Sala logra de forma sólida 

basar su decisión estableciendo la importancia angular del deber de 

información, así como la importancia del artículo 37°, ya que acorde al 

Principio Precautorio es de suma importancia para el consumidor el 

tener conocimiento de algún insumo transgénico en los productos que 

consuma, ya que por la naturaleza de estos, el no hacerlo podría 

vulnerar derechos constitucionales. Es decir, en relación a los 
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problemas jurídicos presentes, la Sala logra resolverlos de forma clara, 

al pronunciarse en relación a la vulneración del debido procedimiento 

en la Resolución emitida por la Comisión; y, al pronunciarse sobre la 

vulneración al artículo 37° mediante el actuar de la empresa 

denunciada , al no informar debidamente en el etiquetado los 

ingredientes y/o insumos de carácter transgénico. 

 

Sin embargo, previo a la conclusión del presente análisis, considero 

de suma relevancia algunos puntos establecidos en el voto de 

discordia parcial del vocal Oswaldo del Carmen Hundskopf Exebio, 

presente en la Resolución N° 2304-2019/SPC-INDECOPI; en relación 

a que la fórmula legislativa del artículo 37° no resulta ser 

suficientemente clara para la materia que pretende abarcar; y que, en 

el marco de evaluación de responsabilidad administrativa –y eventual 

imposición de una sanción-, el Indecopi no contaría con las 

herramientas necesarias para desempeñar dicha labor. Asimismo, el 

vocal Oswaldo del Carmen Hundskopf Exebio establece que existe 

una falta de desarrollo normativo suficiente que permita a entidades 

como el Indecopi ejercer una función de supervisión y fiscalización 

adecuada de una conducta tipificada; y que, dada la complejidad de la 

materia, la fórmula normativa contemplada en el artículo 37° del 

Código, por sí misma, no es suficiente para poder evaluar la 

responsabilidad administrativa de un proveedor; pues, en caso 

contrario, el Indecopi estaría transgrediendo el Principio de Tipicidad, 

el cual vela por el correcto ejercicio de la función sancionadora 

tomando como base un determinado tipo jurídico que cumpla con 

aquel requisito de certeza y exhaustividad. 

 

En conclusión, considero correcto lo resuelto por la Sala, por los 

argumentos ya establecidos y analizados; sin embargo, reitero la 

importancia de señalar lo establecido por el vocal Oswaldo del Carmen 

Hundskopf Exebio, al hacer mención de la necesidad de elaborar un 

anteproyecto del Reglamento del Código, con la finalidad de adoptar 

acciones de gestión correspondientes para atender la problemática de 

aplicación y desarrollo normativo del artículo 37° del cuerpo legal en 

mención; asimismo, es importante aclarar que, si bien dicho precepto 

normativo, no necesita de reglamentación para su aplicación, la falta 

de desarrollo normativo puede presentar problemáticas al momento de 

evaluar la responsabilidad administrativa de los proveedores, tal y 

como se hizo mención en el voto en discordia parcial. 

 

 

V. CONCLUSIONES 

 

El procedimiento administrativo iniciado contra la empresa denunciada 
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se enmarca como una infracción al artículo 37° del Código de 

Protección al Consumidor, referido al deber de etiquetado de alimentos 

modificados genéticamente. 

 

La Comisión resolvió declarar fundada la demanda, sancionando a la 

empresa denunciada por infracción al artículo 37° del Código, respecto 

al deber de información en el etiquetado de alimentos genéticamente 

modificados sin evaluar completamente los argumentos de la 

denunciada. 

 

La Sala por su parte declaró parcialmente nula dicha resolución, al 

considerar que la Comisión incidió en motivación incongruente, al no 

manifestarse sobre la totalidad de argumentos jurídicos presentados 

por la empresa denunciada   en sus descargos; pese a ello, la Sala 

procedió al análisis para verificar si se vulneró el artículo 37° del 

Código y concluyó, tal y como había establecido la Comisión, que 

efectivamente se vulneró dicho artículo.  

 

Es decir que, ambas instancias consideraron que efectivamente la 

empresa denunciada   vulneró el artículo en mención; sin embargo, la 

Comisión cometió el error de no motivar debidamente su decisión, 

situación que remediaría la Sala al momento de resolver.  

 

El artículo 37° del Código no necesita de reglamentación para su 

aplicación; sin embargo, la falta de desarrollo normativo podría generar 

problemáticas procesales al momento de evaluar la responsabilidad 

administrativa de los proveedores; además, dicho precepto normativo 

no resulta ser suficientemente claro para la materia que pretende 

abarcar pues existe una falta de desarrollo normativo suficiente que 

permita a entidades como el Indecopi ejercer una función de 

supervisión y fiscalización adecuada de la conducta tipificada. 

 

Finalmente, he podido identificar que el hecho de que no se produzca 

una reglamentación de la ley dentro del plazo ocurre regularmente, lo 

que genera el retraso indebido de su vigencia, o que no se alcance la 

finalidad por la que la norma fue creada, como en este caso. 
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